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“LA CONFERENCIA INTERNACIONAL SOBRE LA POBLACIÓN Y EL DESARROLLO

EL CAIRO, 1994

 AVANCES Y DESAFÍOS EN COSTA RICA”

PRESENTACION

Este documento contiene un resumen del Programa de Acción de la Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo, (CIDP), celebrada en  El Cairo, en 1994, así como avances y desafíos en Costa Rica en esta materia.  Se han tomado como referencias diversos documentos, principalmente las respuestas que diera Costa Rica a la encuesta enviada a los países, en ocasión del Décimo Aniversario de la CIPD. En general se ha buscado organizar el documento alrededor de los capítulos del Programa de Acción, con la siguiente forma o estructura: una breve descripción del planteamiento contenido en la CIPD, a continuación los avances y/o la situación del país al respecto y por último, los principales desafíos, en la misma materia.
Con este documento se espera contribuir a elevar el nivel de los debates y promover las gestiones que permitan continuar el avance del país, en sus propósitos de cumplir con los objetivos establecidos en la Agenda de El Cairo. Dado que dicho Programa es muy amplio y completo, y que la información aquí recopilada refiere a gran cantidad de situaciones, la oficina del UNFPA agradecerá comentarios o sugerencias que pudieran mejorar este documento.

San José, Costa Rica

Julio, 2004

“LA CONFERENCIA INTERNACIONAL SOBRE LA POBLACIÓN Y EL DESARROLLO     DE EL CAIRO: AVANCES Y DESAFÍOS EN COSTA RICA”

I. INTRODUCCIÓN

La Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo (CIPD) se celebró en la ciudad de El Cairo (Egipto) en setiembre de 1994. A esta Conferencia, convocada por las Naciones Unidas, asistieron delegaciones representantes de 179 Estados y, como resultado de la misma, se aprobó un Programa de Acción para ser ejecutado durante los 20 años siguientes.

La CIDP tiene como antecedentes el Plan de Acción Mundial sobre Población, aprobado en la Conferencia Mundial de Población de Bucarest (1974) y las recomendaciones para su aplicación, aprobadas en la Conferencia Internacional de Población de Ciudad de México (1984); así como diversos instrumentos jurídicos internacionales adoptados dentro del Sistema de Naciones Unidas para la protección y promoción de los derechos humanos en general, de los derechos de algunos sectores de la población específicos como las mujeres y la infancia, y del medio ambiente. Así, la Conferencia no es un acontecimiento aislado, sino que forma parte de un proceso de creciente consenso entre la comunidad internacional alrededor de las cuestiones más importantes abordadas por ella. 

El Programa de Acción incluye una serie de objetivos y medidas recomendadas a los Estados a lo largo de los 16 capítulos que lo conforman. En las páginas siguientes se hará referencia a los logros más importantes alcanzados por el Estado costarricense al cumplirse 10 años de la aprobación del Programa de Acción, así como a los desafíos que aún deben enfrentarse para continuar avanzando en la dirección señalada por la CIPD.

Para comprender cada uno de estos objetivos y medidas, así como el sentido global del Programa, es necesario tener en cuenta algunas premisas que le sirven como fundamento y orientaciones generales, entre las cuales se pueden destacar las siguientes: 

1. Se parte del reconocimiento explícito de los vínculos que existen entre población y desarrollo. Es decir, se entiende que los problemas del crecimiento económico, las formas de producción y consumo, y las características y dinámica de las poblaciones, se encuentran relacionados entre sí y se afectan recíprocamente. 

2. Se concibe a la población como el recurso más importante con el que cuentan las naciones y como el fin último de todo proceso de desarrollo. Así, el mejorar la situación de los pueblos en general, y en particular de algunos sectores que suelen encontrarse en desventaja desde el punto de vista económico, político y social, es una tarea por sí misma de la mayor relevancia, pero es además estratégica para el logro del bienestar común. De ahí la importancia concedida por la CIPD  a una mayor habilitación social de las mujeres. 

3. El concepto de desarrollo del cual se parte se encuentra ligado estrechamente a la idea de sostenibilidad, como única forma de asegurar un mejor nivel de vida, tanto a las generaciones presentes como a las futuras. La protección del ambiente y la promoción de formas de producción y consumo compatibles con ésta, es otra de las preocupaciones centrales que guían el Programa. 

II. LA CIPD Y SU APLICACIÓN EN COSTA RICA: AVANCES Y DESAFÍOS.

A. Capítulo III: Población, crecimiento económico sostenido y desarrollo sostenible. 
El  Programa de Acción de la CIPD en su Capítulo III, aborda la relación entre estos tres aspectos, a través de los siguientes apartados:

Integración de las políticas demográficas y de desarrollo. Se pretende integrar los factores demográficos en las estrategias de desarrollo y en la planificación de éste en todos los niveles. Los Estados deberían también reducir y eliminar las modalidades no sostenibles de producción y consumo y promover políticas demográficas adecuadas.

Población, crecimiento económico sostenido y pobreza. Se busca mejorar la calidad de vida de toda la población mediante políticas y programas de población y desarrollo orientados a erradicar la pobreza, mantener el crecimiento económico en el contexto del desarrollo sostenible, alcanzar modalidades sostenibles de producción y consumo, desarrollar los recursos humanos y garantizar el ejercicio de todos los derechos humanos. Se hace mención particular de las mujeres, como sector más afectado por la pobreza y, a la vez, como un agente clave del desarrollo, y se reconoce la necesidad de eliminar la discriminación contra ellas como condición para erradicar la pobreza. 

Población y medio ambiente. El objetivo es conseguir que los factores demográficos, ambientales y de erradicación de la pobreza, se integren en las políticas, los planes y programas de desarrollo sostenible; y reducir las modalidades no sostenibles de producción y consumo, así como los efectos negativos de los factores demográficos en el ambiente. 

Costa Rica: Avances importantes en relación con este capítulo:

· Se cuenta con un instrumento general que enmarca la acción del gobierno en las diferentes áreas del desarrollo nacional –el Plan Nacional de Desarrollo (PND) 2002-2006- y que propone acciones en los ámbitos sugeridos por la CIPD. Contiene iniciativas relacionadas con la protección del ambiente y la planificación para el desarrollo sostenible y, muy especialmente, declara como uno de sus propósitos centrales luchar contra la pobreza y la exclusión social
.

· Se cuenta con una estrategia específica a ser aplicada entre el 2002 y el 2006 –el “Plan Vida Nueva”- para la superación de la pobreza y el desarrollo de las capacidades humanas. Este Plan busca propiciar la movilidad social mediante la articulación del crecimiento económico, una política pública centrada en la creación de oportunidades y el fortalecimiento de las capacidades de las personas. Además, prevé la incorporación de la equidad de género de manera transversal en todas las acciones que se ejecuten
.
· Se cuenta con un programa dirigido a mujeres en condiciones de pobreza y un programa dirigido a adolescentes embarazadas y madres pobres (Componentes “Atención a las Mujeres en Condiciones de Pobreza: Creciendo Juntas” y “Construyendo Oportunidades” del Programa “Desarrollo de la Mujer”), ejecutados por el Instituto Mixto de Ayuda Social (IMAS) y el Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU)
.

· El Gobierno impulsa un Programa de Atención a Mujeres Jefas de Hogar en materia de vivienda, que espera brindar 23.992 soluciones de vivienda a mujeres jefas de hogar en condiciones de pobreza y pobreza extrema, entre el 2002 y el 2006. 
Algunos datos relevantes sobre la situación actual del país son los siguientes: Un 18,5% de los hogares costarricenses son pobres y un 5,1% se encuentran en pobreza extrema, según la Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples del 2003
. De las 945.064 personas pobres registradas en el Sistema de Información de la Población Objetivo (SIPO) del IMAS, a diciembre del 2002, el 52,2% eran mujeres
. Además, el porcentaje de hogares pobres es mucho mayor fuera de la Región Central del país; en ésta última la pobreza es de un 14% mientras que en la Región Brunca es de un 33,6%, en la Chorotega de un 30,6%, en el Pacífico Central de un 26%, en la Huetar Norte es de 22,8% y en la Huetar Atlántica de un 19,4%
. 
Teniendo en cuenta esta situación, es posible señalar como desafíos:

· Continuar los esfuerzos para lograr la integralidad en materia de políticas de desarrollo que propone la CIPD. Según el Noveno Informe sobre el Estado de la Nación, se ha venido practicando un estilo de desarrollo “heterodoxo y desarticulado”, que “no ha logrado resolver los grandes problemas nacionales, varios de ellos heredados de épocas anteriores”. Aunque se alcanzan logros en aspectos como apertura comercial y diversificación productiva, este avance no se vincula suficientemente con el mejoramiento de la equidad social y la eliminación de la pobreza
. Es necesario profundizar en la articulación de las políticas económicas, sociales y ambientales, en un proyecto de desarrollo nacional que le permita al país aprovechar las condiciones favorables que se le presentan desde el punto de vista demográfico (“bono demográfico”).

· Fortalecer la ejecución oportuna y eficiente de las políticas y programas diseñados, de manera que se logre impactar en las condiciones de vida de la población, particularmente reducir la pobreza y mejorar las condiciones de vida de las poblaciones objetivo de una manera sustancial y duradera; así como reducir la brecha entre las condiciones de vida en la Región Central y el resto del país.

· Continuar las acciones orientadas a desarrollar las capacidades de las mujeres en condiciones de pobreza.

B. Capítulo IV: Igualdad y equidad entre los sexos y habilitación de la mujer. 

El Capítulo IV del Programa de Acción aborda estos temas a lo largo de tres secciones:

Mejoramiento de la condición de la mujer. Los objetivos en este apartado son: lograr la igualdad y la equidad entre hombres y mujeres y permitir que éstas realicen plenamente sus posibilidades humanas; incorporar a las mujeres en la formulación de políticas y toma de decisiones y en todos los aspectos de la vida económica, política y cultural; y asegurar que todas las mujeres, al igual que los hombres, reciban la educación necesaria para satisfacer sus necesidades y ejercer sus derechos. 

Se recomienda adoptar medidas para garantizar la participación igualitaria de las mujeres y su representación equitativa en el proceso político y en la vida pública; promover la educación, el desarrollo de aptitudes y el empleo de las mujeres y eliminar prácticas discriminatorias en el lugar de trabajo y en el acceso a crédito, propiedad y seguridad social. Se aconseja además ejecutar medidas para reducir la carga del trabajo doméstico y hacer compatibles las responsabilidades laborales y familiares de los trabajadores de ambos sexos; así como impulsar medidas exhaustivas para eliminar la explotación, abuso, acoso y violencia contra las mujeres, adolescentes y niñas.

La niña. Los objetivos propuestos son: eliminar la discriminación contra las niñas y las causas en las que se basa la preferencia social por el varón, así como aumentar la conciencia pública sobre el valor de las niñas y fortalecer su autoestima. Se aconseja desarrollar actividades de educación e información pública para promover el trato equitativo de niñas y niños en cuanto a nutrición, salud, educación, actividades sociales, económicas y políticas, y derechos sucesorios. Debería también desarrollarse un enfoque integrado de atención a necesidades específicas de las niñas y jóvenes en materia de salud, educación y necesidades sociales.

Responsabilidades y participación del hombre. El objetivo aquí es promover la igualdad de los sexos, y alentar a los hombres a que se responsabilicen por su comportamiento sexual y reproductivo y asuman sus funciones sociales y familiares. Se recomienda adoptar medidas para asegurar que los niños reciban apoyo financiero adecuado de sus padres y modificar la legislación y políticas para garantizar el apoyo de los hombres a sus hijos y familias. Debería velarse porque en la familia y en el sistema educativo se inculque en los niños una actitud de respeto hacia las mujeres y las niñas como iguales.

Costa Rica: Avances importantes en relación con este capítulo:

· La aprobación, en los últimos años, de un importante cuerpo legislativo que reconoce y promueve los derechos de las mujeres y niñas y –más recientemente- mejora el procedimiento para el establecimiento de la filiación paterna y establece la responsabilidad del Estado de dictar políticas para fomentar la paternidad responsable. Algunas de estas leyes son:

· Ley de Promoción de la Igualdad Social de la Mujer (1990).

· Aprobación de la Convención Internacional de los Derechos del Niño (1990).

· Aprobación de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer “Convención de Belem do Pará” (1995).

· Ley contra el Hostigamiento Sexual en el Empleo y la Docencia (1995).

· Ley contra la Violencia Doméstica (1996).

· Ley de Protección a la Madre Adolescente (1997).

· Código de la Niñez y la Adolescencia (1998).

· Ley contra la Explotación Sexual Comercial de las Personas Menores de Edad (1999).

· Ley de Paternidad Responsable (2001).

· El impulso, en años recientes, a la creación de una institucionalidad pública relacionada específicamente con la condición de las mujeres, dentro de la cual se destacan: 

· La Defensoría de la Mujer (1992), como un departamento de la Defensoría de los Habitantes, con el mandato de atender e investigar las denuncias por violaciones a los derechos de las mujeres realizadas por funcionarios o entidades públicas; así como promover el respeto a los derechos humanos de las mujeres desde la función pública.

· La creación del Instituto Nacional de las Mujeres (1998) y el rango de Ministra de la Condición de la Mujer que se le ha otorgado a su jerarca en las dos últimas administraciones. El Instituto desarrolla actualmente políticas y programas alrededor de 5 áreas: Ciudadanía Activa, Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Sexualidad, Proyectos de Vida Autónomos de las Niñas, Adolescentes y Jóvenes, y Violencia de Género.

· La Delegación de la Mujer, que desde 1998, es una dependencia del INAMU con la potestad de recibir denuncias sobre violencia doméstica y ofrecer apoyo legal y psicosocial a las personas agredidas. 
· La aprobación de Políticas de Igualdad y Equidad de Género en el Ministerio de Seguridad Pública y en el Instituto Costarricense de Electricidad, en el año 2002.

· La creación de estas instituciones y leyes ha contribuido a visibilizar el tema de la igualdad y la equidad de género dentro del aparato institucional del Estado, influyendo en el quehacer de otras instituciones que muestran ahora una mayor sensibilización y conocimiento en relación con este tema, como por ejemplo el Poder Judicial y las instituciones del Sector Salud, entre otras. Además, el INAMU como organismo rector en esta materia, ha participado en una gran variedad de acciones impulsadas por las últimas administraciones, favoreciendo la transversalidad de este eje en el accionar general del Estado. 

· Se han logrado avances en relación con la representación equitativa de mujeres en puestos de elección popular, como la reforma al Código Electoral en 1996, que introdujo la cuota del 40% de mujeres en las papeletas electorales y en los órganos internos de los partidos políticos, y la resolución del Tribunal Supremo de Elecciones de setiembre de 1999, que confirma la obligación para los partidos políticos, de ubicar ese 40% de mujeres en puestos elegibles. (establecida en leyes anteriores, de contar con un 40% de mujeres optando por cargos de elección popular).

· El actual Gobierno impulsa, desde el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), el Programa de Formación Profesional para la Mujer, que tiene como meta brindar formación a 260.000 mujeres. Se proyecta, además, la  creación de un Programa Nacional de Centros de Cuidado Infantil, con el propósito de mejorar las condiciones de incorporación de las mujeres en el mercado de trabajo; y de un Sistema de Certificación Laboral con sello de Equidad de Género.

· Desde el año 1998, se cuenta con un Plan Nacional contra la Violencia (PLANOVI) que contempla una serie de acciones para combatir la violencia de género, entre las que se encuentra la conformación de redes de prevención locales, interinstitucionales e intersectoriales. Se espera que al finalizar el 2006 las redes estén funcionando en todas las áreas de salud de la CCSS
. Se dispone también de la Línea 800-300-3000 “Rompamos el Silencio”, operada por un grupo de voluntarias y operadoras capacitadas que brindan apoyo, orientan a las personas que sufren violencia hacia otras instancias de atención, y resuelven situaciones de emergencia
. Además, se encuentra presentado a la Asamblea Legislativa un proyecto de ley para la penalización de la violencia contra las mujeres (la Ley contra la Violencia Doméstica vigente tiene un carácter más bien protector hacia la víctima y no de sanción contra la persona que comete la agresión), que ha generado un importante debate sobre este tema, tanto en el seno de la Asamblea como en los medios de comunicación.

· En enero de 1998 entró en funciones una fiscalía especializada en delitos sexuales y violencia doméstica y, en el 2001, se presentó el "Plan Nacional contra la Explotación Sexual Comercial de Niños, Niñas y Adolescentes en Costa Rica", que define tres áreas de acción: la prevención, las reformas legales y represión, y la atención directa a las víctimas. El PANI es la sede para la coordinación, ejecución y seguimiento del Plan.
 Se ha propuesto la emisión de un decreto ejecutivo que restrinja el ingreso al país de turistas con antecedentes delictivos vinculados a la explotación sexual de niños, niñas y adolescentes, y el trámite legislativo de 3 proyectos de ley relacionados con este problema
.

· Existe una Comisión de Paternidad Responsable dentro del Consejo de la Niñez y la Adolescencia, que viene impulsando la formulación de políticas sobre este tema, con base en unos “Lineamientos de Política para el Fomento de la Paternidad Responsable”, que tienen como objetivo general “promover cambios sociales y culturales por medio de políticas públicas que contribuyan a la equidad y a la generación de actitudes responsables y comprometidas con la paternidad y la corresponsabilidad en la crianza de hijos e hijas, que le compete tanto a las personas, como a los diferentes actores y sectores de la vida nacional”.
 

· Hay un creciente interés, en el campo de la investigación científica, hacia problemas de investigación relacionados particularmente con la población femenina, impulsado por programas desarrollados desde las Universidades Públicas, como la Maestría Regional en Estudios de la Mujer de la Universidad Nacional y la Universidad de Costa Rica. 

Algunos datos relevantes sobre la situación actual del país en relación con este capítulo, son los siguientes: El número de Diputadas a la Asamblea Legislativa para el período 2002-2006 es de 20, lo que representa un 35,08% del total de Diputados
; de los 81 cantones del país, en 9 la Alcaldesa Municipal es una mujer
, y la representación de mujeres en Juntas Directivas de Instituciones Autónomas es actualmente del 18,86%
. En cuanto al acceso a la educación, la cantidad de mujeres estudiando en centros de educación superior estatales es mayor que la de hombres, excepto en el Instituto Tecnológico de Costa Rica; en la Universidad de Costa Rica, por ejemplo, la matrícula en el primer ciclo del 2000 incluía un 51,4% de mujeres. En educación primaria y secundaria el porcentaje de niñas y adolescentes matriculadas es semejante al de varones, en el 2003 se matricularon en I y II Ciclos 275.425 hombres y 257.427 mujeres y en III Ciclo y Educación Diversificada, 149.635 hombres y 151.665 mujeres
. Sin embargo, persisten fenómenos de segregación en la escogencia de carreras universitarias; la participación de las mujeres es menor en “carreras científicas”, que en las que tienen que ver con las artes, las letras y la educación.
 Un aspecto importante relacionado con la educación de las niñas, es el que han señalado algunos estudios recientes sobre el trabajo infantil doméstico; se concluye que las niñas y adolescentes que realizan estas tareas “ven afectado su espacio para el estudio y la recreación” y esto incide en sus posibilidades de desarrollo personal y capacidad productiva
. 

En cuanto al porcentaje de mujeres incorporadas al mercado laboral, una investigación reciente
 revela que pasó de un 30% en 1990 a un 34% en el 2000, “pero no se trató de mujeres capacitadas sino de ’mano de obra barata’ con menos nivel educativo”, y que éste es uno de los porcentajes de incorporación femenina al mercado laboral “más bajos de América Latina, pues en otros países es del 40% al 50%”. 

En cuanto a la brecha salarial, aunque según el mismo estudio la diferencia entre los salarios devengados por hombres y mujeres se redujo en alrededor del 2% durante la década de los 90, se mantuvo una discriminación “real” de un 14% en contra de las mujeres. Las mujeres se encuentran en su mayoría en las ocupaciones de servicios, donde el ingreso promedio es más bajo que en cualquier otra ocupación. Además en cualquiera de las ocupaciones el ingreso promedio de los hombres está encima del ingreso de las mujeres para el mismo tipo de trabajo
. Por otra parte, las denuncias por violencia doméstica ante la Delegación de la Mujer alcanzaron la cifra de 6.021 casos en el 2003, y el Poder Judicial registró en total 47 mil casos de violencia doméstica ingresados durante ese año; en 1998 los casos entrados por violencia doméstica habían sido 20.996
. Las denuncias por delitos sexuales han aumentado en forma continua desde 1991. El delito más denunciado es el de abusos deshonestos, que comúnmente se produce contra menores de edad
.

Finalmente, es importante señalar que en los últimos años algunas infecciones de transmisión sexual, entre ellas el VIH/SIDA, han venido aumentando en la población femenina, lo que nos da una llamada de atención en aspectos concernientes al acceso a los servicios de salud sexual y reproductiva y a las relaciones de poder en la pareja. Respecto al VIH/SIDA, los casos reportados detallaban que, hasta 1993, el riesgo de infectarse con este virus era 20 veces superior en los varones; sin embargo, actualmente esta relación hombre: mujer se ha reducido a menos de 10, lo cual nos señala un aumento considerable de mujeres que han sido contagiadas en la última década.

Entre los desafíos que se pueden destacar en relación con este capítulo, se encuentran:

· Continuar los esfuerzos por mejorar la educación y la formación de las niñas y desarrollar acciones que contribuyan a que éstas dispongan de mejores condiciones para el estudio, y para ejercer su derecho al descanso y la recreación. Así como mejorar la valoración social y el respeto hacia las niñas, a través de actividades de sensibilización y educación de amplia cobertura. 

· Aunque se ha avanzado mucho a nivel institucional en el desarrollo de planes, programas y proyectos dirigidos a sectores específicos de la población general y de las mujeres en particular, aún quedan áreas con poco desarrollo como por ejemplo, visibilizar la especificidad de las necesidades de las mujeres dentro de algunos programas para personas mayores, personas con discapacidad e indígenas
.

· Fortalecer las acciones que procuran mejorar la inserción laboral de las mujeres y disminuir la brecha salarial, tales como la formación y capacitación, y la creación de condiciones favorables para esta inserción, como los centros de cuidado infantil. 

· Continuar atendiendo la problemática de la violencia doméstica, no sólo mediante su penalización sino también a través de acciones preventivas dirigidas a niños y jóvenes, y en general a la población masculina, que promuevan modelos no violentos de relaciones personales y manejo de conflictos. Así como mejorar la capacidad de respuesta de las instituciones que deben hacer frente al creciente número de denuncias que se presentan, en particular de aquellas que contribuyen a garantizar la seguridad de las personas que se encuentran en peligro de sufrir agresión, como los albergues transitorios.

· Lograr la sostenibilidad y el impacto de las acciones para combatir la explotación sexual comercial de las personas menores de edad, garantizando su financiamiento y la articulación efectiva de los esfuerzos conjuntos que ejecutan diversos sectores de la sociedad.

· Continuar aumentando la eficiencia y prontitud en la realización de las pruebas de laboratorio establecidas en la Ley de Paternidad Responsable; esta necesidad ha sido señalada por la Defensoría de la Mujer en su Informe Anual de Labores 2003-2004
. En relación con la paternidad, además, debe tenerse en cuenta que el reconocimiento legal de los hijos/as es sólo un aspecto –si bien muy importante- del ejercicio de la paternidad; las características que revisten los vínculos padre-hijo/a en nuestra sociedad conforman una problemática más compleja, menos investigada y en general menos discutida, pero que sin embargo es necesario conocer y comprender, para formular políticas que promuevan relaciones parentales que satisfagan los derechos y necesidades de todos los involucrados en ellas, y particularmente de los niños y niñas. Los esfuerzos realizados en este ámbito son todavía incipientes y requieren ser profundizados.

· Es importante incrementar el acceso de todas las mujeres a los servicios de salud sexual y reproductiva, sobre todo en las mujeres embarazadas, ya que más de 20 por ciento de éstas no acceden a los servicios de atención prenatal,
 lo que conlleva serios riesgos para la salud de la madre y sus hijos(as).

· Resulta fundamental además avanzar, con la población masculina, en los procesos de generación de conciencia sobre la necesidad de desarrollar y fortalecer conductas de autocuidado de su salud sexual y reproductiva. En este mismo sentido, conviene desarrollar acciones eficientes y eficaces que posibiliten el involucramiento de los hombres en el cuidado de la SSR de su pareja y su familia.

C. Capítulo V: La familia, sus funciones, derechos, composición y estructura.

El Capítulo V del Programa de Acción, parte de reconocer que los cambios demográficos y socioeconómicos han provocado modificaciones considerables en las modalidades de formación de las familias y en la vida familiar en general.  Algunos objetivos del Programa en relación con este tema son: elaborar políticas y leyes que presten mayor apoyo a la familia, contribuyan a su estabilidad y tengan en cuenta su pluralidad de formas; promover la igualdad de oportunidades de los miembros de la familia, especialmente los derechos de la mujer y los niños en la familia; y velar porque todas las políticas sociales y de desarrollo presten apoyo y protección a las familias. 

Se exhorta a los gobiernos a coordinar con los empleadores para el establecimiento de condiciones para que la participación en la fuerza laboral sea compatible con las responsabilidades de los padres, especialmente en el caso de las familias monoparentales, y se recomienda formular políticas de apoyo socioeconómico a las familias.

En el país se han realizado algunos avances importantes tendientes a reconocer los derechos de las personas que han organizado sus relaciones de pareja y de familia bajo un concepto distinto del tradicional, como es el caso de la protección a los derechos de los convivientes de hecho (reforma al Código de Familia de 1995) y de los hijos nacidos fuera de matrimonio (ésta existe desde la promulgación del Código en 1978 y se fortalece con la Ley de Paternidad Responsable).  El Sistema Financiero Nacional para la Vivienda, reconoce como beneficiarios del bono de vivienda a los núcleos familiares monoparentales o formados por otras relaciones de parentesco, distintas de la familia nuclear conyugal; y a través de políticas y programas sociales como los dirigidos a mujeres pobres y a embarazadas y madres adolescentes (Atención a las Mujeres en Condiciones de Pobreza y Construyendo Oportunidades, desarrollados por el IMAS) se apoya a familias constituidas bajo distintas estructuras.

La realización de un proyecto de vida en común –aunque con características distintas de las que tenía hace unas décadas- sigue siendo un aspecto muy importante en la vida de un gran número de personas; esto plantea como un desafío el impulsar políticas públicas que apoyen la realización de este propósito, de manera que sea compatible a la vez con el desarrollo pleno de las personas individuales, que puede incluir objetivos educativos, profesionales y laborales. 

D. Capítulo VI: Crecimiento y estructura de la población.
El Capítulo VI del Programa de Acción, desarrolla este tema a través de las siguientes secciones:

Tasas de fecundidad, mortalidad y crecimiento demográfico. El objetivo planteado en este apartado es facilitar la transición demográfica en los países donde haya un desequilibrio entre las tasas demográficas y las metas sociales, económicas y ambientales. Se recomienda a los gobiernos tener en cuenta la relación recíproca entre el nivel de fecundidad y el de mortalidad, y tratar de reducir los niveles de mortalidad infantil y materno- infantil.

Los niños y jóvenes. Se señalan los problemas relacionados con las elevadísimas proporciones de niños y jóvenes que existen en las poblaciones de muchos países en desarrollo y se definen como objetivos la promoción de la salud, el bienestar y el potencial de todos los niños, adolescentes y jóvenes; la satisfacción de sus necesidades especiales, incluyendo el apoyo de la sociedad y la familia, el acceso a educación, empleo, salud, orientación y servicios de salud reproductiva de alta calidad. Se insta a los gobiernos a asignar alta prioridad a la protección, supervivencia y desarrollo de los niños y los jóvenes y a realizar esfuerzos por eliminar los efectos adversos de la pobreza en ellos; así como a promulgar y aplicar de forma estricta leyes contra la explotación económica, el abuso físico y mental y el descuido hacia los niños.

Las personas de edad. Se insta a los gobiernos a establecer sistemas de seguridad social que garanticen mayor equidad y solidaridad entre las generaciones y en el interior de una misma generación, y a que promuevan las familias multigeneracionales; así como a tratar de mejorar la capacidad de las personas de edad para valerse por sí mismas, de manera que puedan llevar una vida saludable y productiva. Se deberían fortalecer los sistemas de apoyo y de seguridad a las personas de edad, tanto oficiales como no oficiales y eliminar todas las formas de violencia y discriminación contra ellas.

Entre los avances más importantes realizados por el país en relación con este capítulo se encuentran:

· La aprobación del Código de la Niñez y la Adolescencia (1999), que establece una amplia protección a los derechos de la población infantil y adolescente, en ámbitos como la vida familiar, la educación, la salud, el trabajo (en el caso de los mayores de 15 años) la participación social y la participación en procedimientos administrativos y judiciales; y establece instancias y mecanismos de coordinación interinstitucional e intersectorial para la protección y promoción de esos derechos.

· Se ha venido desarrollando en los últimos años un proceso de reestructuración del Sistema Nacional de Protección, particularmente del PANI, y se le ha otorgado a su Directora el rango de Ministra de la Niñez y la Adolescencia. Se espera lograr con ello la consolidación del rango de Ministra, la asignación de los recursos financieros que por ley corresponden a la institución; la consolidación del Sistema de Información Institucional sobre la Población Objetivo; la creación de un sistema de información estadística sobre derechos de la niñez y la adolescencia, y la ampliación y cobertura de los servicios institucionales con la apertura de nuevas oficinas locales.

· En relación con la erradicación del trabajo infantil y la protección a los derechos de los adolescentes trabajadores/as, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (MTSS) ejecuta el Programa de Atención Directa e Inmediata a los niños y adolescentes trabajadores, detectados por la Dirección de Inspección de Trabajo, referidos por denuncia o que se presentan al MTSS a solicitar asesoría. Atiende un promedio de 67 personas menores de 18 años de edad por mes
. Además, se espera que para el final de esta administración, el MTSS haya inspeccionado las condiciones en que desempeñan su trabajo el 100% de los adolescentes que trabajan y se encuentran identificados en sus registros del MTSS.
  Para la erradicación del trabajo infantil, el Estado cuenta con un Plan Nacional ejecutado de manera interinstitucional y con apoyo de organismos internacionales como OIT/IPEC y UNICEF; éste contempla acciones como la regulación, la prevención y la asistencia socioeconómica para reincorporar a los menores trabajadores al sistema educativo
. 

· La aprobación de la Ley General de la Persona Joven (2002) que tiene entre sus objetivos la elaboración y ejecución de políticas públicas dirigidas a crear oportunidades, garantizar el acceso a servicios e incrementar las potencialidades de las personas entre 12 y 35 años, para lograr su desarrollo integral y el ejercicio de su ciudadanía; así como propiciar la participación política, social, cultural y económica de estas personas y proteger sus derechos.

· La aprobación de la Ley General de la Persona Adulta Mayor (1999) en la que se definen una serie de derechos y beneficios para las personas de 65 años y más, en temas como salud, educación, actividades artísticas, deporte, recreación, vivienda, seguridad social y trabajo, y se establecen sanciones para las personas o instituciones que violen los derechos de este sector de la población.

· La elaboración de políticas y programas dirigidos a estos grupos de población, que tienen el propósito de mejorar sus condiciones de vida y asegurar el disfrute de sus derechos. Por ejemplo, en el caso de las personas adultas mayores, el PND contempla acciones estratégicas orientadas a otorgar recursos económicos a las instituciones de bienestar social que atienden a personas adultas mayores, el desarrollo de programas de fomento de estilos de vida saludable, la descentralización de los servicios de salud especializados y la acreditación de establecimientos de atención al adulto mayor; la política del derecho de la circulación y los servicios adecuados para las personas adultas mayores, con acciones para la eliminación de barreras físicas en espacios públicos, centros de recreo e instituciones públicas, y el fortalecimiento de los programas de subsidios en transporte; y la política del derecho a la seguridad social, que procura ampliar el régimen no contributivo de pensiones y tiene como meta la asignación, durante el período de gobierno, de 10 mil nuevas pensiones. Algunos programas específicos que se impulsan son: 

· “Construyendo Lazos de Solidaridad”, que pretende fortalecer, mediante el financiamiento, los programas dirigidos a la atención de las personas adultas mayores en estado de necesidad o indigencia, ejecutados por organizaciones gubernamentales y no gubernamentales. 

· “Envejecimiento con calidad de vida”, cuya finalidad es fomentar la participación activa de las personas adultas mayores en su entorno, procurando el desarrollo de sus capacidades y potencialidades, así como crear una percepción positiva entre la sociedad costarricense sobre el proceso de envejecimiento y la vejez.

· “Atención a Personas Adultas Mayores Institucionalizadas”, que tiene como propósito fortalecer, mediante apoyo financiero, los servicios que brindan hogares, albergues y centros diurnos a las personas adultas mayores de escasos recursos económicos
.

En el caso de los/las jóvenes, como se señaló anteriormente, las acciones se orientan de manera muy importante a la creación de oportunidades para su desarrollo pleno, y algunos programas concretos que se impulsan actualmente son: 

· Siguiendo lo establecido en la Ley General de la Persona Joven, la No. 8261, del 20 de mayo del 2002, se impulsó un proceso amplio de consulta que culminó con la aprobación la Política Pública de la Persona Joven, por parte de la Asamblea Nacional Consultiva de la Persona Joven, el 25 de octubre de 2003 y que fuera oficializada por el Gobierno en febrero del 2004. 

· También en cumplimiento de dicha se han establecido y están funcionando las instancias del Sistema Nacional de Juventud.

· El fortalecimiento del Programa Construyendo Alternativas Juveniles de Atención Integral para la Inserción Laboral, desarrollado por el IMAS y el Consejo de la Persona Joven, que busca capacitar a 1.120 jóvenes.

· El Programa de Formación Profesional para la Persona Joven, a cargo del INA, que tiene como meta una cobertura de 180.000 jóvenes a 2006. Esta misma institución también impulsa alternativas de capacitación a los jóvenes para su incorporación al mercado laboral, y tiene como meta capacitar a 4.000 jóvenes al 2006
.

· El Programa Nuevas Oportunidades del Ministerio de Educación, que busca generar otras alternativas de estudio para jóvenes que se encuentran fuera del sistema de educación formal.

· Se dispone de una institucionalidad pública con el mandato específico de ejecutar y coordinar acciones en beneficio de cada uno de estos sectores de la población, y con recursos asignados para ese efecto; de la cual forman parte entre otros, el Consejo Nacional del Adulto Mayor, CONAPAM, (creado en 1999) y el Consejo Nacional de la Política Pública de la Persona Joven (creado en 2002).

Algunos datos relevantes acerca de la dinámica demográfica del país en relación con estas poblaciones: “Las condiciones demográficas actuales de la población joven costarricense se encuentran determinadas fundamentalmente por dos fenómenos: el “baby boom” de 1975 a 1985 y la disminución de la natalidad que se registra a partir de este último año (Rosero, 2001: 24). Así, las personas nacidas durante este período y que se encuentran comprendidas actualmente dentro del grupo de edad entre los 15 y los 27 años, forman parte de cohortes mucho más numerosas que las de los nacidos después del período 1975-1985. Lo anterior representa una mayor demanda actual y para las próximas décadas, de servicios de educación superior, obtención de empleo y vivienda; y significará también en el futuro, conforme estas cohortes más numerosas empiecen a envejecer, una mayor presión sobre los servicios de salud y los regímenes de pensiones. Las personas nacidas durante el primer “baby boom”, ocurrido en los años 50, se encuentran en edades de máximo ahorro y productividad. Se produce una disminución en la cantidad de personas dependientes por cada 100 personas en edad de trabajar (de 15 a 64 años). Esta relación ha pasado de 103 en 1960 a 60 en 1999, y se espera que para el año 2020 sea de 48. Estas condiciones para la economía del país configuran lo que se conoce como un ‘bono demográfico’ (Ibid:2)”
 Según el Censo de Población del 2000, el porcentaje de personas menores de 12 años se estima en 25 por ciento de la población total nacional, el de personas entre 15 y 35 años en 43 por ciento y el 32 por ciento restante lo componen las personas mayores de 35 años. El grupo de 12 a 17 años representa 13 por ciento de la población nacional y 30 por ciento de la población joven; el grupo de 18 a 24 años, tiene porcentajes iguales a los jóvenes menores de edad (13% en la población total y 30% en la población joven) y el grupo de 25 a 35 años representa 17 por ciento de la población total y 40 por ciento de la población joven
.

Entre los desafíos más importantes que se pueden señalar en relación con este capítulo, se encuentran:

· Fortalecer (mediante una mayor dotación de recursos, capacitación, etc.) a las instituciones encargadas de garantizar la protección y promoción de los derechos de niñas, niños y adolescentes; de modo que estén cada vez en mayor capacidad de cumplir el amplio conjunto de obligaciones que fueron asumidas por el Estado con la aprobación del Código de la Niñez y la Adolescencia, haciendo plenamente efectivo en la práctica el Sistema Nacional de Protección Integral a la Niñez y Adolescencia; así como fortalecer la coordinación entre las instituciones y sectores que conforman ese Sistema. Se ha señalado con anterioridad que “Costa Rica es un país que cuenta con un marco legal avanzado desde una perspectiva de derechos humanos y en algunos casos de género, sin embargo, un problema generalizado es la falta de la operatividad y el cumplimiento de leyes y decretos. Esto se debe en gran medida a la falta de recursos financieros para llevar a cabo lo estipulado, y a la débil vigilancia por parte de los ciudadanos en cuanto a la distribución y el uso de dichos recursos”
. En el caso de la protección a la infancia y la adolescencia, en donde el marco legal que reconoce sus derechos es sumamente ambicioso –más de lo que lo es para cualquier otro sector de la población- y las correlativas obligaciones del Estado muy numerosas, este aspecto resulta clave.

· Más específicamente, un desafío importante es continuar y mejorar los esfuerzos en algunas áreas que siguen siendo críticas para el cumplimiento de los derechos de la infancia. Es el caso del trabajo infantil, que continúa presentándose en el país, y del trabajo infantil doméstico que, como ya se dijo, afecta especialmente a las niñas; así como el problema de las niñas y niños “de la calle”, al cual pese al desarrollo de diversas iniciativas tanto públicas como privadas, no se le ha podido dar una solución satisfactoria y que beneficie a un número importante de estos niños/as
; y por último el maltrato físico y el abuso sexual contra niños y niñas que siguen ocurriendo en el ámbito familiar, y sobre los cuales es necesario continuar investigando y desarrollando acciones de prevención y educación entre la población, así como de sanción de estas conductas. 

· Reforzar las acciones tendientes a garantizar a la población joven, oportunidades de acceso a educación y formación de calidad, y a un empleo digno, que le permita desarrollar satisfactoriamente su proyecto de vida. En este sentido, como ya fue señalado a propósito del Capítulo III, la integración entre políticas de desarrollo económico que hagan posible la generación de esos empleos, y políticas sociales que fortalezcan y mejoren los logros en educación alcanzados en décadas pasadas, es muy importante.

· En particular, uno de los desafíos centrales relacionados con la población joven es el de continuar las acciones tendientes a disminuir la deserción-expulsión del sistema escolar, que sigue siendo un problema importante y que –como lo ha señalado UNICEF- se relaciona directamente con las condiciones desventajosas de inserción al mercado laboral de los jóvenes, quienes ingresan a la fuerza de trabajo con muy poca calificación académica
. A esto se añade la preocupación por el deterioro de la calidad de la educación primaria y secundaria pública en relación con la privada, que viene siendo expresada por la Defensoría de los Habitantes en los últimos años, así como la necesidad de mejorar los controles sobre la calidad de la formación ofrecida por las instituciones de educación superior privadas y para-universitarias.

· Las situaciones que el envejecimiento de la población permite anticipar para las décadas futuras, requieren de un esfuerzo nacional de preparación y previsión que incluya el fortalecimiento del sistema de salud y los regímenes de pensiones, así como continuar impulsando las acciones tendientes a desarrollar entre la población mejores condiciones, tanto físicas como emocionales, para afrontar la vejez.

· En relación con los derechos de las personas adultas mayores, algunos aspectos particulares requieren aún de mayor desarrollo, por ejemplo, mecanismos de protección frente a la violencia doméstica que contemplen en mayor medida las especificidades de esta población, así como una mayor visibilización de las necesidades de estas personas en los servicios y programas relacionados con la salud sexual. 

E. Capítulo VII: Derechos reproductivos y salud reproductiva.

El Capítulo VII se refiere al tema de los derechos reproductivos y la salud reproductiva e incluye los siguientes apartados:

Derechos reproductivos y salud reproductiva. Se define a la salud reproductiva como un estado general de bienestar físico, mental y social en todos los aspectos relacionados con el sistema reproductivo y con sus funciones y procesos, lo cual lleva implícito el derecho de hombres y mujeres a información y acceso a métodos de planificación de la familia de su elección seguros, eficaces, aceptables y económicamente asequibles en materia de planificación de la familia; así como el derecho de la mujer a tener acceso a servicios de salud que propicien embarazos y partos sin riesgo. La salud reproductiva incluye la salud sexual, cuyo objetivo es el desarrollo de la vida y de las relaciones personales. Se exhorta a los gobiernos a facilitar los servicios de salud reproductiva, mediante el sistema de atención primaria de salud, a todas las personas de edad apropiada, a más tardar para el año 2015. Esta atención debe incluir, entre otras cosas: asesoramiento, información, educación, comunicaciones y servicios en materia de planificación de la familia; educación y servicios de atención prenatal, partos sin riesgo y atención post-parto, en particular la salud materno-infantil y la promoción de la lactancia materna; prevención y tratamiento de la infertilidad, interrupción del embarazo (en las circunstancias y condiciones que no contradigan la legislación nacional), tratamiento de las infecciones del aparato reproductor, enfermedades de transmisión sexual, e información, educación y asesoramiento en materia de sexualidad humana, salud reproductiva y paternidad responsable. Se deben diseñar programas de atención a las necesidades de mujeres y adolescentes con la participación de éstas, y programas para hombres adultos y adolescentes en relación con estos temas.

Planificación de la familia. Se recomienda adoptar medidas para ayudar a las personas y parejas a alcanzar sus objetivos de procreación, reducir los embarazos no deseados y los de alto riesgo. Se insta a los gobiernos a apoyar el principio de elección voluntaria en materia de planificación de la familia y a tratar de eliminar las barreras que todavía existen para la utilización de estos servicios.

Enfermedades de transmisión sexual y prevención del virus de inmunodeficiencia humana (VIH). Se recomienda a los gobiernos adoptar medidas para prevenir y reducir la incidencia de enfermedades de transmisión sexual y a proporcionar tratamiento para éstas, incluida el VIH/SIDA.

Sexualidad humana y relaciones entre los sexos. Los objetivos en relación con este aspecto son: promover el desarrollo adecuado de una sexualidad responsable que permita el establecimiento de relaciones de equidad y respeto mutuo entre ambos sexos, y velar porque el hombre y la mujer tengan acceso a la información, la educación y los servicios necesarios para lograr una buena salud sexual y ejercer sus derechos y responsabilidades en lo que respecta a la procreación. Entre otras medidas se recomienda apoyar actividades y servicios de educación sexual para jóvenes en los que se destaque la responsabilidad de los varones en cuanto a su propia salud sexual y fecundidad y los ayude a ejercer esas responsabilidades. Este tipo de capacitación debería desarrollarse también con hombres adultos, mediante la educación no académica sino desarrollada a través de actividades en las comunidades.

Los adolescentes. Se propone el fomento de una conducta reproductiva y sexual sana, sin olvidar la abstinencia voluntaria, y la prestación de los servicios y orientación apropiados para este grupo de edad. Se debe intentar reducir sustancialmente los embarazos de adolescentes, así como asegurar que no se limite el acceso a servicios de salud a las/los adolescentes, así como la información que requieran sobre este tema. Estos servicios deben respetar los derechos de los/las adolescentes a la intimidad, la confidencialidad, el respeto y el consentimiento basado en una información correcta.

Costa Rica: Avances importantes en relación con este capítulo:

· Los servicios públicos de salud son brindados, con una amplia cobertura, por la CCSS. La oferta de los servicios salud sexual y reproductiva incluye: información, orientación y educación en planificación familiar con dotación de anticonceptivo elegido; atención del embarazo, atención post-parto y post-aborto; detección y referencia de las mujeres con embarazo de alto riesgo; detección y referencia de cáncer de cérvix y cáncer de mama; detección, atención y referencia de los casos de violencia; detección y atención de la menopausia y el climaterio, atención a la adolescente embarazada; atención al adolescente con factores de riesgo y atención a la sexualidad y salud reproductiva de los/las adolescentes
. En el sistema de atención primaria se ofrecen los servicios básicos, que incluyen el papanicolau, la planificación familiar y el control prenatal. El Plan Nacional de Salud 2002-2006 establece dentro de las estrategias de atención primaria la creación y funcionamiento de nuevos EBAIS (Equipos Básicos de Atención en Salud) con énfasis en los cantones considerados prioritarios pos sus condiciones de pobreza y poco desarrollo social
. Si bien es un instrumento meramente administrativo, conviene advertir de la existencia de una  directriz reciente,  contenida en circular emitida por la Gerencia Médica de la CCSS, con fecha 12 de febrero del 2004, en la que se establecen las disposiciones restrictivas a la atención de mujeres embarazadas no aseguradas y de personas migrantes.  Por otra parte, conviene mantener vigilancia respecto a la situación del Programa de Seguro por el Estado, que cubre a la población pobre no asegurada, puesto que algunas instancias han advertido respecto a medidas que podrían estar restringiendo la atención y reduciendo la cobertura de los servicios, dejando gran cantidad de población sin acceso al sistema de salud y, especialmente a las mujeres embarazadas nacionales y migrantes.
· La CCSS cuenta con un Programa de Atención Integral a la Adolescencia, que desarrolla un importante trabajo de diagnóstico e investigación en relación con la salud sexual y reproductiva de los/las adolescentes y procura la adopción de un enfoque de atención integral a su salud. Además, el Plan Nacional de Salud plantea el establecimiento de programas diferenciados e integrados de salud sexual y reproductiva para adolescentes en todos los establecimientos de salud, con la meta es que el 75% de los EBAIS, al 2006, se encuentren desarrollando programas referidos a ese tópico
 y mediante la línea telefónica gratuita de consejería integral con énfasis en salud sexual y reproductiva para adolescentes, se busca atender 96.000 consultas al año. Se busca además desarrollar una atención especializada a madres adolescentes, según criterios de calidad establecidos en el Manual de Atención Integral del Embarazo, la Maternidad y la Paternidad Adolescentes recientemente adoptado por la CCSS. Se espera que para el período 2002-2006 el Programa haya brindado atención prenatal a 75.000 adolescentes embarazadas.
 

· En el año 1998 se aprobó la Ley General sobre el VIH/SIDA, Ley Nº 7771, la cual tiene como objetivo la educación, promoción, prevención, diagnóstico, vigilancia epidemiológica e investigación sobre el VIH/SIDA, además de tratar por los derechos y deberes de las personas portadoras del VIH, las y los infectados de SIDA y los habitantes del país. En junio de 1999, se aprobó el Decreto Ejecutivo 27913-S, con un enfoque centrado en Derechos Reproductivos y Sexuales, que cubre a las personas mayores de edad
. Este decreto establece el derecho de las personas mayores de edad a la esterilización informada y voluntaria y crea las consejerías en salud sexual y reproductiva.  También se cuenta con un Sistema Nacional de Análisis de la Mortalidad Materna, que se espera fortalecer en acción conjunta del Ministerio de Salud y la CCSS, con lo cual se avanzaría en la prevención de las muertes de mujeres por causa de embarazo, parto y puerperio, el cual tiene cobertura nacional, pero se hará especial énfasis en la provincia de Limón y las áreas marginales de la provincia de San José. La meta 2002-2006 es analizar el 75% de muertes maternas ocurridas
.

· Dentro del marco de la reforma al sector salud y la modernización de las instituciones de este sector, se ha incluido la creación de un modelo de atención integral de la salud de las mujeres que tiene como objetivo general construir un modelo de atención integral de la salud de las mujeres de Costa Rica, a través de un proceso colectivo de planificación estratégica, que enriquezca el modelo de atención vigente. Para ello se desarrolla como experiencia demostrativa el Hospital de las Mujeres, enfocado en una área geográfica específica
. Además, el Ministerio de Salud ha empezado un proceso de acreditación de maternidades públicas y privadas en el país
.
· El 12 de junio del 2001, el Consejo Superior de Educación aprobó las Políticas de Educación Integral de la Expresión de la Sexualidad Humana.  Como parte de las iniciativas para su implementación, el Ministerio de Educación Pública ha establecido el Consejo de Sexualidad Humana y ha creado el Departamento de Educación Integral en la Sexualidad Humana (DEISH) encargado de la puesta en ejecución de dichas políticas educativas
. El informe anual (2003) de la Defensoría de los Habitantes señala que, a pesar de que desde el año 2001 se aprobaron estas políticas, todavía “no se ha elaborado un plan nacional que aglutine acciones concretas y responsabilidades específicas por parte de las diferentes instancias de la institución que hagan efectivo el cumplimiento de esa política” (página 521). 

Algunos datos relevantes sobre la situación actual del país son: A pesar de los esfuerzos realizados en la atención a la salud sexual y salud reproductiva de los/las adolescentes, la tasa de fecundidad entre esta población ha aumentado en los últimos años, en el año 2000, el porcentaje de nacimientos de madre menor de 20 años fue de 21.3%, en el año 1999 había sido de 20.5% y en 1998 de 20.1%
. La tasa de mortalidad materna anual fue de 29 por 100.000 nacidos vivos en el período entre 1990 y 1998, en el año 2000 hubo 23 muertas maternas en el país. En general, el parto es hospitalario, por ejemplo en 1999 más del 95% de los partos fue atendido en maternidades de la CCSS. La mortalidad infantil bajó hasta un histórico 10.2 por cada 1000 nacidos vivos en el año 2000, sin embargo para el 2001 dicha tasa fue de 10.82
.

Algunos desafíos importantes en relación con los derechos sexuales y reproductivos son:

· Mejorar la cobertura de los servicios básicos y su calidad, que incluye el profundizar en el enfoque de género y de atención integral, así como incorporar más claramente a la atención las especificidades relacionadas con la población adolescente.

· Ampliar la variedad de la oferta en materia de anticonceptivos
.

· Desarrollar programas dirigidos a los hombres, los cuales hasta ahora no han recibido mayor atención en su salud sexual y reproductiva, con lo cual, entre otras cosas, se sigue fomentando la concepción de que la planificación familiar es una responsabilidad exclusivamente femenina.

· Llevar a cabo programas y campañas de educación en el tema de salud sexual y reproductiva de amplia cobertura, que hasta ahora no han tenido el suficiente desarrollo ni en el ámbito educativo formal ni fuera de él. Incluir en estas actividades la promoción de relaciones respetuosas y equitativas entre mujeres y hombres.

· Continuar los esfuerzos para contar con una ley que eleve de rango normativo los servicios contemplados en el Decreto Ejecutivo No.27903-s y los mejore, como la propuesta de un Capítulo sobre Derechos Sexuales y Reproductivos, elaborada por una Comisión  Interinstitucional
, que pretende ser introducida en la Ley General de Salud.

· Fortalecer los programas de información, educación, comunicación y prevención de infecciones de transmisión sexual, incluidos los referentes al VIH/SIDA. Asimismo, mejorar la atención médica y monitorear los aspectos jurídico-normativos que atañen a las personas que están infectadas con el VIH y las que viven con SIDA.

· Ampliar y fortalecer los servicios de SSR, desde un enfoque género-sensitivo, disminuyendo las barreras de acceso que estos presentan para los varones. En este sentido, conviene también facilitar el acceso que los varones poseen a los servicios de vasectomía, como un método  seguro, efectivo y económico. 

III. CUADRO RESUMEN: COSTA RICA, PRINCIPALES AVANCES Y DESAFÍOS

	TEMA
	AVANCES                                                                                           
	DESAFÍOS

	
	Leyes y decretos
	Políticas y programas
	

	HABILITACIÓN DE LAS MUJERES
	· Ley de Promoción de la Igualdad Social de la Mujer.

· Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer.

· Ley contra la Violencia Doméstica.

· Ley contra el Hostigamiento Sexual en el Empleo y la Docencia
	- PLANOVI

· Atención a Mujeres en Condiciones de Pobreza.

· Formación Profesional a Mujeres.

· Propuesta de creación de certificado laboral de equidad de género y centros de atención infantil.
	· Mejorar la incorporación al mercado laboral y las condiciones en las que ésta se realiza, y disminuir la brecha salarial.

· Continuar la atención a la problemática de VIF.

· Fortalecer el componente de formación y educación en todos los programas dirigidos a mujeres y niñas.

· Continuar atendiendo la problemática de la explotación sexual comercial de las personas menores de edad.



	ADOLESCEN CIA Y JUVENTUD
	· Código de la Niñez y la Adolescencia.

· Ley General de la Persona Joven
	· Políticas Públicas de la Persona Joven y su Plan de Acción (éste último en etapa de formulación)

· Programa Construyendo Alternativas Juveniles de Atención Integral para la Inserción Laboral

· Programa de Formación Profesional
· Programa Nuevas Oportunidades
	· Aumentar la inversión social en programas dirigidos a la población adolescente y juvenil

· Consolidar Sistema Nacional de Juventud 

· Combatir la deserción escolar

· Mejorar la calidad de la educación

· Generación de empleos de calidad

· Propiciar la generación de encadenamientos productivos

	PERSONAS ADULTAS MAYORES
	- Ley General de la Persona Adulta Mayor
	-    Construyendo Lazos 

      de Solidaridad

· Envejecimiento con calidad de vida

· Atención a personas adultas mayores institucionalizadas.

	-    Fortalecer el sistema de salud y de pensiones

· Mejorar los mecanismos de protección frente a la violencia doméstica.

· Mejorar la atención a la salud sexual. 

	SS/SR Y DERECHOS REPRODUCTI

VOS
	Decreto Ejecutivo No. 27903-S
	· Atención a la SS/SR en los EBAIS

· Programa de Atención Integral a la Adolescencia.

· Desarrollo de enfoque de género en la atención de SS/SR (Hospital de las Mujeres)
	· Mejorar la cobertura y la calidad, así como la oferta de anticonceptivos.

· Continuar introduciendo un enfoque respetuoso de los derechos, la equidad de género y la especificidad de los/las adolescentes en estos servicios.

· Desarrollar más ampliamente la educación sobre SS/SR


	RELACIONES ENTRE GÉNEROS, PARTICIPA CIÓN Y RESPONSABILIDAD DE LOS HOMBRES
	Ley de Paternidad Responsable
	Lineamientos para la formulación de políticas de fomento a la paternidad responsable.
	· Continuar la formulación de políticas en este campo

· Mejorar la eficiencia y prontitud en las pruebas de ADN

· Trascender la visión de la paternidad como reconocimiento legal de la filiación.
· Desarrollar acciones de educación y promoción de relaciones respetuosas y equitativas entre los géneros, dirigidas a hombres, adolescentes y niños.

	INFORMACIÓN Y EDUCACIÓN SOBRE SEXUALIDAD
	Código de la Niñez y la Adolescencia
	- Políticas de Educación Integral de la Expresión de la Sexualidad Humana. 

-Creación del Departamento  de Educación de la Sexualidad Humana del MEP
	· Desarrollar más ampliamente la educación sobre SS/SR
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